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IX. EL CRITERIO FUNCIONALIX. EL CRITERIO FUNCIONALIX. EL CRITERIO FUNCIONALIX. EL CRITERIO FUNCIONALIX. EL CRITERIO FUNCIONAL
DE INTERPRETDE INTERPRETDE INTERPRETDE INTERPRETDE INTERPRETAAAAACIÓNCIÓNCIÓNCIÓNCIÓN

Así como a pesar de las indeterminaciones que ya hemos mencio-
nado, los criterios gramatical y sistemático remiten más o menos
intuitivamente al lenguaje y sus reglas o al contexto normativo en el
que se inserta un enunciado, el criterio “funcional” es todo un misterio.

Seguramente la forma más fácil de definirlo sería por exclusión:
todos los factores relevantes para la atribución de significado a las dis-
posiciones normativas que no son gramaticales ni sistemáticos. Esos
otros factores pueden ser, al menos, los siguientes:
a) La finalidad de una regulación, tenida en cuenta por el argumento

teleológico.
b) La intención del legislador, a la que remite el argumento psicológico.
c) La efectividad de la legislación, utilizando el argumento pragmático.
d) Las consecuencias de la interpretación, en forma de argumenta-

ción por el absurdo.
e) La admisibilidad de la interpretación, sea en un contexto histórico,

a través del argumento histórico; sea en un contexto doctrinal, a
través del argumento de autoridad.
El Tribunal Electoral ha ido definiendo en su jurisprudencia tanto

cómo debe entenderse el criterio de interpretación funcional, como su
utilidad.

Así, para la Sala Superior el criterio funcional sería:

a) El que tiene en cuenta la naturaleza de una institución o regulación,
los valores que ésta protege y los fines que persigue:
“De la interpretación funcional de los artículos 41 y 116 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y de las leyes electorales
estatales que recogen las reglas y principios jurídicos propios de los me-
dios de impugnación, se concluye que no se puede escindir la conti-
nencia de la causa con determinaciones parciales. Lo anterior es así,
porque cualquier proceso impugnativo debe concluir necesariamente

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/6rfdkR

DR © 2006. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
http://portal.te.gob.mx/



La
 a

rg
um

en
ta

ci
ón

 in
te

rp
re

ta
tiv

a 
en

 la
 ju

st
ic

ia
 e

le
ct

or
al

 m
ex

ic
an

a

136

con una sola resolución, en la que se comprendan todas las cuestiones
concernientes al mismo, en su individualidad y en su correlación, desde
lo relativo a su procedencia hasta la decisión del mérito sustancial de la
controversia, con el pronunciamiento sobre las pretensiones y defensas
opuestas. Esta situación resulta de la naturaleza de la jurisdicción elec-
toral, de los valores que protege y de los fines que persigue, toda vez
que se trata de procesos concentrados en muy pocas actuaciones, en
donde se tiene el propósito de hacer frente eficazmente a las necesida-
des de especial celeridad en la tramitación, sustanciación y resolución,
como únicos instrumentos idóneos para resarcir a los promoventes en
el goce y disfrute de los derechos conculcados o de enmendar oportuna-
mente las irregularidades de un proceso, antes de que se tornen irrepa-
rables por la definitividad; esto con el objeto de concluir el ejercicio
democrático con apego a los principios fijados en la ley fundamental,
en donde la fragmentación de la contienda constituiría un atentado a
dichas calidades definitorias, en tanto que multiplicaría innecesaria-
mente las actuaciones, en contravención al principio de concentración;
fomentaría mayor extensión en la prosecución de la causa; propiciaría
el incremento de instancias; dividiría la continencia de la causa con
perjuicio del mejor conocimiento que puede proporcionar la vista con-
junta de todas las cuestiones planteadas, en su individualidad y correla-
ción; generaría la posibilidad de resoluciones incompletas; abriría cauces
para resoluciones contradictorias; podría dar lugar a reposiciones de pro-
cedimientos en detrimento de los plazos breves que son necesarios para
su resolución definitiva; rompería con la continuidad necesaria y conve-
niente en el trámite y en el tiempo, y hasta podría generar la irreparabilidad
de las violaciones u obstaculizar o hacer imposible la ejecución de las
sentencias.”

[S3ELJ 05/2004]

b) El que tiene en cuenta la eficacia (“funcionalidad”):
“De conformidad con la interpretación sistemática y funcional de los
artículos 1o., párrafos primero y tercero; 9o., primer párrafo; 35, frac-
ción III; 41, fracciones I y II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como 5o., párrafo 1; 22, párrafo 1; 23, 33,
34, 35, 38, 49, párrafos 2 y 3; 49-A y 49-B, del Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales, el derecho de asociación
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política debe ejercerse en un plano de igualdad jurídica que propicie la
funcionalidad del sistema en el que se ejerce y, paralelamente, no genere
un tratamiento privilegiado o una restricción indebida de los derechos de
los demás. Así, los ciudadanos no pueden asociarse, a la vez, a dos o más
organizaciones o asociaciones políticas que pretendan obtener su regis-
tro como partido político o agrupación política nacional, dado que, por
un lado, ello implicaría la elusión a los límites establecidos en el citado
código para el otorgamiento del financiamiento público y, por otra parte,
la afiliación múltiple y simultánea permitiría eludir el requisito relativo a
contar con un mínimo de asociados en el país, que se exige para el
registro de los referidos institutos políticos. Estimar como admisible la
afiliación simultánea significaría tanto como aceptar la posibilidad de
que un grupo de ciudadanos concentrara el financiamiento público (que
se reparte en forma igualitaria) en las entidades políticas que conforma-
ran merced a la afiliación múltiple, en detrimento del derecho de aquellos
otros ciudadanos que únicamente formaran una sola agrupación o parti-
do político, lo que en forma evidente atenta contra el principio de igual-
dad, dado que, en los hechos, los primeros contarían con una mayor
cantidad de recursos para la consecución de sus particulares propósitos
políticos. En otro orden, si el Código Electoral Federal, entre los requisi-
tos que expresamente prevé para obtener el registro como partido o agru-
pación política nacional, establece el de contar con un mínimo de
asociados, hace jurídicamente inadmisible que los ciudadanos, en ejerci-
cio de su derecho de asociación política, pretendan formar más de un
partido o agrupación política nacional a la vez, ya que ello se traduciría,
al final de cuentas, en la elusión del requisito señalado, pues en términos
reales no se contaría con la participación necesaria de esos ciudadanos
para cumplir con los fines encomendados a los institutos políticos men-
cionados, lo cual iría en detrimento del desarrollo democrático y la cultu-
ra política del país. En este sentido, resulta una consecuencia lógica del
hecho de que un ciudadano se encuentre asociado a un número indeter-
minado de agrupaciones o partidos políticos, que no se encuentre en
condiciones óptimas, o bien, no tenga la capacidad suficiente para con-
tribuir de manera eficiente al desarrollo y cumplimiento de los fines en-
comendados a los partidos y agrupaciones políticas nacionales de las que
forme parte, lo que implica que con la existencia de un elevado número
de organizaciones o asociaciones que alcanzaran su registro y compartie-
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ran como asociados a los mismos ciudadanos, a todas luces se estaría en
presencia de una situación virtual o artificial, no real o auténtica, y sería
ilusoria la posibilidad de que se potenciara el efecto multiplicador que se
persigue con las funciones que se asignan legalmente a dichos institutos
políticos nacionales.”

[S3ELJ 60/2002]

c) El que tiene en cuenta el objetivo o la finalidad perseguidos
por el legislador:
“Los artículos 99, párrafo cuarto, fracción IV, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y 86, apartado 1, inciso c),
de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Mate-
ria Electoral prevén, como requisito de procedibilidad del juicio de
revisión constitucional electoral, que los actos, resoluciones o viola-
ciones reclamadas puedan resultar determinantes para: a) el desarro-
llo del proceso respectivo, o b) el resultado final de las elecciones.
Una acepción gramatical del vocablo determinante conduce a la inte-
lección de los preceptos constitucional y legal citados, en el sentido
de que, un acto o resolución, o las violaciones que se atribuyan a
éstos, son determinantes para el desarrollo de un proceso electoral o
para el resultado de una elección, cuando puedan constituirse en
causas o motivos suficientes para provocar o dar origen a una altera-
ción o cambio sustancial de cualquiera de las etapas o fases del proce-
so comicial, o del resultado de las elecciones, consecuencia a la que
también se arriba de una interpretación funcional, toda vez que el
objetivo perseguido por el Poder Revisor de la Constitución, con la
fijación de una normatividad básica en la Carta Magna respecto a los
comicios de las entidades federativas, consistió en conseguir que to-
dos sus procesos electorales se apeguen a un conjunto de principios
fundamentales, con el objeto de garantizar el cabal cumplimiento de
la previsión de la misma ley superior, de que las elecciones deben ser
libres, periódicas y auténticas, propósito que no resulta necesaria-
mente afectado con la totalidad de actos de las autoridades electora-
les locales, sino sólo con aquellos que puedan impedir u obstaculizar
el inicio y desarrollo de próximos procesos electorales, desviar
sustancialmente de su cauce los que estén en curso o influir de mane-
ra decisiva en el resultado jurídico o material de los mismos, es decir,
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cuando se trate de actos que tengan la posibilidad racional de causar o
producir una alteración sustancial o decisiva en el desarrollo de un pro-
ceso electoral, como puede ser que uno de los contendientes obtenga
una ventaja indebida; que se obstaculice, altere o impida, total o par-
cialmente, la realización de alguna de las etapas o de las fases que con-
forman el proceso electoral, como por ejemplo, el registro de candidatos,
la campaña política, la jornada electoral o los cómputos respectivos; o
bien, que se altere el número de posibles contendientes o las condicio-
nes jurídicas o materiales de su participación, etcétera; de esta manera,
la determinancia respecto de actos relacionados con el financiamiento
público se puede producir, tanto con relación a los efectos meramente
jurídicos de los actos o resoluciones de las autoridades electorales loca-
les, emitidos antes o durante un proceso electoral, como con las conse-
cuencias materiales a que den lugar, toda vez que en ambos puede
surgir la posibilidad de que sufran alteraciones o modificaciones sus-
tanciales las condiciones jurídicas y materiales que son necesarias como
requisito sine qua non para calificar a unas elecciones como libres y
auténticas, como acontece cuando se impugna una resolución en la que
se determine, fije, distribuya, reduzca o niegue financiamiento público
a los partidos políticos, pues de resultar ilegales o inconstitucionales
esos tipos de resoluciones, traerían como consecuencia material una
afectación importante y trascendente en perjuicio de los afectados quie-
nes tienen la calidad de protagonistas naturales en los procesos electora-
les, al constituir el financiamiento público un elemento esencial para la
realización del conjunto de actividades que deben y necesitan llevar a
cabo los partidos políticos en su actuación ordinaria y durante los pe-
ríodos electorales, así como para cumplir con la encomienda constitu-
cional de promover la participación del pueblo en la vida democrática,
contribuir a la integración de la representación nacional, y hacer posi-
ble el acceso de los ciudadanos, de acuerdo con los programas, princi-
pios e ideas que postulen, y mediante el sufragio universal, libre, secreto
y directo; de manera tal que la negación o merma del financiamiento
público que legalmente les corresponda, aunque sea en los años en que
no hay elecciones, se puede constituir en una causa o motivo decisivo
para que no puedan realizar dichas actividades o no las puedan llevar a
cabo de la manera más adecuada, y esto puede traer como repercusión
su debilitamiento y, en algunos casos, llevarlos hasta su extinción, lo
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que les impediría llegar al proceso electoral o llegar en mejores condi-
ciones al mismo.”

[S3ELJ 09/2000]

“De una interpretación funcional del artículo 115, fracción I, párrafo
segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
con atención especial a la finalidad perseguida por el Poder Revisor de
la Constitución.”

[S3ELJ 12/2000]

d) El que tiene en cuenta el objetivo de una regulación:
“La causa de nulidad de los sufragios recibidos en una casilla, relativa a la
entrega extemporánea del paquete electoral, sin que para ello medie causa
justificada, se actualiza únicamente, si tal irregularidad es determinante
para el resultado de la votación. En efecto, la causa de nulidad prevista en
el artículo 195, fracción VI, del Código Electoral para el Estado de Sono-
ra se integra por tres elementos explícitos, a saber: a) la entrega del paque-
te electoral; b) el retardo en dicha entrega, y c) la ausencia de causa
justificada para el retardo, así como con el elemento de carácter implícito
consistente, en que la irregularidad generada por los referidos elementos
sea determinante para el resultado de la votación. Si se actualizan esos
elementos explícitos, se produce también la demostración del elemento
implícito, mediante la presunción iuris tantum de que el vicio o irregula-
ridad es determinante para el resultado de la votación; pero como tal
presunción admite prueba en contrario, si queda demostrado que la irre-
gularidad no fue determinante para el resultado de la votación, no se
surtirá la hipótesis de nulidad de que se trata. Esto es así, porque los
artículos 161 a 163 del Código Electoral para el Estado de Sonora estable-
cen una serie de formalismos, dirigidos a salvaguardar la integridad del
paquete electoral, en el lapso que transcurre entre la clausura de casilla y la
recepción del paquete por el consejo electoral correspondiente, con el fin
de garantizar que el cómputo de la elección se efectúe sobre la base real de
los resultados obtenidos en cada casilla. Asimismo, la interpretación
sistemática y funcional de los artículos 41, fracción III, párrafo primero,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 161 a
163, 194 y 195, fracción VI, del ordenamiento electoral citado conduce a
estimar, que con la hipótesis de nulidad se sanciona la falta de certeza
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sobre la integridad del paquete electoral, con lo cual no queda garantizado
que el cómputo de la elección se haga sobre los verdaderos resultados de la
casilla correspondiente. Pero si en el expediente está evidenciado que el
paquete electoral permaneció inviolado, a pesar del retardo injustificado
en la entrega, o bien, se demuestra que los sufragios contenidos en el
paquete coinciden con los registrados en las actas de escrutinio y cómputo
de la casilla, es claro que en tales circunstancias, el valor protegido por los
preceptos citados no fue vulnerado y, por tanto, aun cuando la irregulari-
dad hubiera existido, ésta no fue determinante para el resultado de la
votación, lo que provoca que al no surtirse el requisito implícito de refe-
rencia deba tenerse por no actualizada la causa de nulidad.”

[S3ELJ 07/2000]

En cuanto a su empleo, el Tribunal Electoral ha ido enunciando
algunas directivas “funcionales” que, una vez más, ponen de manifiesto
la importancia del empleo simultáneo y coordinado de instrumentos
gramaticales, sistemáticos y funcionales.

Por ejemplo, y sin salir del criterio funcional, el Tribunal ha indicado
que entre dos significados posibles de un enunciado, debe elegirse el más
“funcional” (entendido como el más sencillo y eficaz para alcanzar un fin):

“En atención a lo previsto en los artículos 2o., párrafo 1, y 23, párrafo 3,
de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia
Electoral, que recogen los principios generales del derecho iura novit
curia y da mihi factum dabo tibi jus (el juez conoce el derecho y dame los
hechos y yo te daré el derecho), ya que todos los razonamientos y expre-
siones que con tal proyección o contenido aparezcan en la demanda cons-
tituyen un principio de agravio, con independencia de su ubicación en
cierto capítulo o sección de la misma demanda o recurso, así como de su
presentación, formulación o construcción lógica, ya sea como silogismo
o mediante cualquier fórmula deductiva o inductiva, puesto que el juicio
de revisión constitucional electoral no es un procedimiento formulario o
solemne, ya que basta que el actor exprese con claridad la causa de
pedir, precisando la lesión o agravio que le causa el acto o resolución
impugnado y los motivos que originaron ese agravio, para que, con
base en los preceptos jurídicos aplicables al asunto sometido a su deci-
sión, la Sala Superior se ocupe de su estudio.”

[S3ELJ 03/2000].
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Finalmente, la fuerza argumentativa del criterio funcional se
incrementa, como sucede con todos los criterios, cuando es combinado,
por ejemplo, con el gramatical, y confirma el significado sugerido por
éste. Estas dos tesis son ilustración de lo dicho:

“Una acepción gramatical del vocablo determinante conduce a la inte-
lección de los preceptos constitucional y legal citados, en el sentido de
que, un acto o resolución, o las violaciones que se atribuyan a éstos, son
determinantes para el desarrollo de un proceso electoral o para el resul-
tado de una elección, cuando puedan constituirse en causas o motivos
suficientes para provocar o dar origen a una alteración o cambio sus-
tancial de cualquiera de las etapas o fases del proceso comicial, o del
resultado de las elecciones, consecuencia a la que también se arriba de
una interpretación funcional.”

[S3ELJ 09/2000]

“Para entender el alcance de la fracción IV del párrafo cuarto del
artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, relativo a que la impugnación de actos y resoluciones en ma-
teria electoral, sólo procederá cuando la reparación solicitada sea material
y jurídicamente posible dentro de los plazos electorales y sea factible
antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para la instalación de
los órganos o la toma de posesión de los funcionarios elegidos, debe atenderse
al valor que protege la norma, consistente en la necesidad de seguridad
en los gobernados, respecto a la actuación de los órganos instalados y
de los funcionarios que los integran, en el ejercicio de la función públi-
ca correspondiente, el cual puede verse afectado si no se garantiza su
certeza y continuidad, al hacer posible que con posterioridad se declare
la ineficacia de la instalación definitiva del órgano, o de la toma de
posesión definitiva de los funcionarios elegidos, como consecuencia de
la invalidez de la elección o de la asignación de los funcionarios. En
atención a tal situación es que, no obstante el gran valor que el Consti-
tuyente dio a los principios de constitucionalidad y legalidad respecto
de los actos y resoluciones electorales, y a las sólidas garantías con que
los protege, al advertir la posibilidad del peligro mayor de provocar una
especie de vacío de poder, con la ineficacia de uno de los órganos del
Estado, y que esto podría generar la incertidumbre en la atención de las
funciones y los servicios públicos, se estableció como requisito de pro-
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cedencia, que al momento de resolverse el asunto, las violaciones pue-
dan ser reparadas antes de la instalación de los órganos o de la toma de
posesión de los funcionarios. Por tanto, si el valor protegido por el
Constituyente es la seguridad de los gobernados, en cuanto a las funcio-
nes de los órganos o de los funcionarios públicos, con miras a satisfacer
las necesidades de la ciudadanía, resulta inconcuso que el límite de las
expresiones que se interpretan lo marcan las situaciones en que se ponga
en riesgo el valor apuntado, por lo cual los conceptos instalación del
órgano y toma de posesión de los funcionarios elegidos, no deben entender-
se en su sentido formal, sino en el material que es más amplio, y consiste
en la entrada real en ejercicio de la función, mediante la realización de
las actividades propias del órgano o del funcionario, esto es, que se esté
en presencia de una instalación de los órganos o de una toma de pose-
sión de los funcionarios que sean definitivas, dado que sólo así se pon-
dría en peligro el valor directamente tutelado; de modo que cuando se
está en presencia de actos puramente previos o preparatorios de esa insta-
lación o de esa toma de posesión definitivas, se debe tener por satisfecho
el requisito de procedibilidad y decidir el fondo del asunto.”

[S3ELJ 10/2004]
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